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 21375 Sala Primera. Sentencia 202/2004, de 15 de no-
viembre de 2004. Recurso de amparo 6587-2003. 
Promovido por don José Víctor Zurita Baucells 
frente a los Autos de la Audiencia Provincial de 
Santa Cruz de Tenerife que denegaron la sus-
pensión de la ejecución de la pena privativa de 
libertad solicitada.
Vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva: motivación del acuerdo sobre la ejecución 
de una pena de prisión (STC 224/1992).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez, don Roberto García-Calvo y Montiel, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 6587-2003, promovido 

por don José Víctor Zurita Baucells, representado por el 
Procurador de los Tribunales don Carlos José Navarro 
Gutiérrez y asistido por el Abogado don Rodrigo Rodrí-
guez Ferrer, contra los Autos de la Sección Segunda de la 
Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife de 8 de 
mayo y 9 de octubre de 2003. Ha intervenido el Ministerio 
Fiscal. Ha sido Ponente la Presidenta doña María Emilia 
Casas Baamonde, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Por escrito registrado en este Tribunal el 5 de 

noviembre de 2003, el Procurador de los Tribunales don 
Carlos José Navarro Gutiérrez, en nombre y representa-
ción de don José Víctor Zurita Baucells, interpuso recurso 
de amparo contra el Auto de la Sección Segunda de la 
Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife de 8 de 
mayo de 2003, que denegó la suspensión de la ejecución 
de la pena privativa de libertad solicitada, y el Auto del 
mismo Tribunal de 9 de octubre de 2003, que desestimó el 
recurso de súplica contra el anterior.

2. Los hechos relevantes para la resolución del pre-
sente amparo son los siguientes:

a) El recurrente fue condenado en Sentencia de la 
Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Santa Cruz 
de Tenerife de 11 de marzo de 1997 por hechos ocurridos 
el 25 de agosto de 1994, que fueron calificados como con-
curso de delitos –extorsión, detención ilegal y falta de 
daño– a diversas penas que suman en total un año y 
nueve meses de prisión y dos días de arresto menor. Con-
tra la citada Sentencia el condenado interpuso recurso de 
casación que fue desestimado en Sentencia de la Sala de 
lo Penal del Tribunal Supremo de 11 de noviembre de 
1998. La Sentencia de la Audiencia Provincial fue decla-
rada firme respecto de otro condenado en la misma –el 
Sr. Borges–, al haber desistido del recurso de casación, en 
Auto de 10 de febrero de 1998. En Auto de 17 de diciembre 
de 1998 –consta por error 1995–, la Audiencia Provincial 
declaró la firmeza de la Sentencia en relación con el recu-
rrente de amparo al haberse desestimado el recurso de 
casación.

b) Una vez iniciada la ejecución de la Sentencia, el 
condenado solicitó la suspensión de la ejecución de las 
penas privativas de libertad al amparo del art. 80 CP. Por 
Auto de 8 de mayo de 2003 la Audiencia Provincial denegó 
la suspensión de la ejecución de las penas privativas de 
libertad con un fundamento jurídico único del siguiente 

tenor: «el beneficio de la suspensión de la ejecución de la 
pena precisa para su concesión la concurrencia de los 
requisitos previstos en los artículos 80 y siguientes del 
Código Penal, pero siempre se trata de una facultad del 
Tribunal sentenciador, y en el supuesto de autos y a la 
vista de lo anteriormente expuesto ha de denegarse la 
concesión de los beneficios solicitados». En el apartado 
de hechos, previo a éste, solo consta que el Ministerio 
Fiscal se opuso y que la Sentencia devino firme el 10 de 
febrero de 1998 (sic).

c) Recurrido el citado Auto en súplica, alegando la 
prescripción de la pena, al haber transcurrido más de cinco 
años desde la firmeza de la Sentencia hasta el Auto de 
denegación de la suspensión y carecer de peligrosidad cri-
minal el recurrente, dado que está integrado socialmente 
–trabaja en una editorial desde noviembre de 1997, tiene 
domicilio fijo y familia y no ha vuelto a delinquir–, la 
Audiencia Provincial desestimó el recurso en Auto de 9 de 
octubre de 2003, cuyo fundamento jurídico primero reza: 
«Desestimar el recurso de súplica interpuesto, al no haber 
cambiado las circunstancias tenidas en cuenta en el 
momento de dictar la resolución recurrida. En cuanto a la 
prescripción de la pena alegada, no ha prescrito pues como 
señala el Fiscal desde la firmeza de la Sentencia de fecha 
de 10 de febrero de 1998 hasta el requerimiento al penado 
José Víctor Zurita Baucells –19 de noviembre de 2002– no 
ha transcurrido el plazo de prescripción de la pena».

3. La demanda de amparo alega la vulneración de 
los derechos a la tutela judicial efectiva sin indefensión 
(art. 24.1 CE) en relación con el derecho a la libertad per-
sonal (art. 17.1 CE) y del derecho a la resocialización y 
reinserción social (art. 25.2 CE).

En primer término, el recurrente aduce la falta de 
motivación de los Autos recurridos. De un lado, se cum-
plen en su caso los requisitos establecidos en el art. 81 CP 
–primer delito y única vez que delinquió, pena inferior a 
dos años y tener satisfecha la responsabilidad civil–, y,
sin embargo, el Auto de 8 de mayo de 2003 denegó
la suspensión sin fundamentar los motivos de la decisión 
–como exige el art. 80 CP– y sin tener en cuenta que la 
decisión afecta al valor libertad reconocido en el art. 17 
CE. Además, el Auto de 9 de octubre de 2003 sólo señala 
que el recurrente no es merecedor del beneficio sin espe-
cificar tampoco cuál es el fundamento de la decisión. 
Razona la demanda que si la concesión del beneficio es 
discrecional, no lo es, sin embargo, la motivación de la 
resolución, que es imperativa. El deber de motivación de 
la denegación de la suspensión está expresamente esta-
blecido en el art. 80 CP, que exige tener en cuenta «funda-
mentalmente la peligrosidad criminal del sujeto», y, en el 
caso, no existe tal peligrosidad, sino que el ingreso en 
prisión del demandante de amparo le ocasionaría «su 
total ruina moral y material», vulnerándose la previsión 
constitucional de que las penas estén orientadas a la ree-
ducación y reinserción social (art. 25.2 CE), al pretender el 
cumplimiento de la pena después de nueve años y medio 
de que los hechos tuvieran lugar y cuando el recurrente 
trabaja, no ha vuelto a delinquir y está integrado social-
mente. De otra parte, como el recurrente sostuvo en el 
recurso de súplica, la pena habría de considerarse pres-
crita, pues desde que devino firme la Sentencia -10 de 
febrero de 1998-hasta que se dictó el Auto de denegación 
de la suspensión –8 de mayo de 2003– han transcurrido 
cinco años, dos meses y veintiocho días, por tanto, más 
de los cinco años de prescripción. Finalmente, afirma que 
la suspensión se denegó sin darle audiencia, como pres-
cribe el art. 80 CP.

4. Por providencia de 11 de mayo de 2004, la Sección 
Segunda de este Tribunal acordó la admisión a trámite de 
la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el art. 
51 LOTC, requerir atentamente a la Sección Segunda de la 
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Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife para que, 
en el plazo de diez días, remitiera testimonio del procedi-
miento abreviado núm. 99/95 y ejecutoria 459/98, intere-
sándose al propio tiempo que se emplazare a quienes 
fueron parte en el mencionado procedimiento, con excep-
ción del recurrente de amparo, para que en el plazo de 
diez días pudieran comparecer en este proceso constitu-
cional, con traslado a dichos efectos de copia de la 
demanda de amparo.

5. Por diligencia de ordenación de la Secretaria de 
Justicia de la Sala Primera de 20 de septiembre de 2004, 
se tuvieron por recibidos los testimonios de las actuacio-
nes reseñadas y, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 
LOTC, se dio vista de las actuaciones en la Secretaría de la 
Sala, por un plazo común de veinte días, al Ministerio Fis-
cal y al Procurador de los Tribunales don Carlos José 
Navarro Gutiérrez, para que, dentro de dicho término, 
formularan las alegaciones que estimaren pertinentes.

6. Por escrito registrado en este Tribunal el 14 de 
octubre de 2004, el Ministerio Fiscal interesó la estima-
ción de la demanda de amparo por vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva sin indefensión en relación 
con el derecho a la libertad personal (arts. 24.1 y 17.1 CE).

En primer término, recuerda el Ministerio Fiscal la 
jurisprudencia constitucional (SSTC 224/1992, 209/1993, 
115/1997, 55/1999, 25/2000, 110/2003) conforme a la cual 
las resoluciones en materia de suspensión de ejecución 
de la pena han de estar motivadas, sin que la discreciona-
lidad en la concesión o denegación del beneficio consti-
tuya justificación suficiente, sino que, por el contrario, el 
ejercicio de dicha facultad viene condicionado a la exigen-
cia de que tal resolución esté motivada. Sostiene el Fiscal 
que, a la luz de las actuaciones, el recurrente cumplía los 
requisitos legales previstos en el art. 81 CP: carencia de 
antecedentes penales, satisfacción de las responsabilida-
des civiles a la víctima (sin que obste que lo fuera por otro 
condenado) y condena a menos de dos años de prisión. El 
Auto de 8 de mayo de 2003 que denegó la suspensión de 
la ejecución de las penas se ampara en que constituye 
una facultad discrecional del tribunal sin hacer alusión ni 
siquiera al verbo que condicionalmente lo permite 
«podrán». Si bien al final del fundamento jurídico se efec-
túa una remisión general «a la vista de lo anteriormente 
expuesto», es lo cierto que en el escueto razonamiento no 
se alude más que a la facultad discrecional del órgano 
judicial, y, conforme a la jurisprudencia constitucional, 
dicha referencia no constituye motivación.

Respecto a la resolución del recurso de súplica, en el 
que el recurrente alegó la falta de motivación, estar reha-
bilitado y haber transcurrido más de nueve años, así 
como la prescripción, el Tribunal solo atendió, para deses-
timarla, a la pretensión relativa a la prescripción. De 
modo que el Auto no remedió el defecto de motivación, 
sino que repitió mecánicamente las frases estereotipadas 
de la resolución recurrida. Por consiguiente, en criterio 
del Ministerio Fiscal, dicho Auto también incurrió en 
inconstitucionalidad al no explicar las razones de la dene-
gación del beneficio, mencionando sólo que no merece el 
beneficio sin explicar por qué razón.

En consecuencia, entiende que procede la concesión 
del amparo y la anulación de los Autos recurridos por falta 
de motivación sin que la jurisdicción constitucional pueda 
llegar más allá, pues la facultad de concesión del beneficio 
de la suspensión de la ejecución de la pena corresponde a 
la jurisdicción penal por imperativo del art. 117.3 CE, por lo 
que procede la devolución de los autos para que aquélla 
dicte nuevas resoluciones de acuerdo con el derecho a la 
tutela judicial efectiva sin indefensión.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el 18 de 
octubre de 2004, la representación del demandante de 

amparo reiteró las pretensiones de la demanda de amparo 
y su fundamentación.

8. Por providencia de 10 de noviembre de 2004 se 
señaló para deliberación y fallo el día 15 del mismo mes y 
año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo se dirige contra los Autos 
de la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Santa 
Cruz de Tenerife de 8 de mayo y 9 de octubre de 2003, en 
virtud de los cuales se denegó la suspensión de la ejecu-
ción de las penas privativas de libertad solicitada por el 
demandante al amparo de los arts. 80 y ss. del Código 
penal (CP). El demandante alega la vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva sin indefensión en relación 
con el derecho a la libertad personal (arts. 24.1 y 17.1 CE), 
por considerar que las resoluciones impugnadas carecen 
de motivación al no exteriorizar las razones de la denega-
ción, y la vulneración del derecho a la reeducación y rein-
serción social (art. 25.2 CE), dado que está rehabilitado y 
carece de peligrosidad criminal.

El Ministerio Fiscal interesa la estimación de la 
demanda de amparo, entendiendo que las resoluciones 
impugnadas carecen de la motivación exigida por la juris-
prudencia constitucional.

2. Pues bien, nuestro enjuiciamiento debe comenzar 
precisando el objeto del recurso y, a este respecto, seña-
lando que es jurisprudencia reiterada de este Tribunal (por 
todas SSTC 2/1987, de 21 de enero, FJ 2; 8/2001, de 15 de 
enero, FJ 1) la que afirma que el art. 25.2 CE no contiene 
un derecho fundamental susceptible de protección 
mediante el recurso de amparo, sino un mandato dirigido 
al legislador para orientar la legislación penitenciaria en 
su conjunto a que las penas privativas de libertad se eje-
cuten tendiendo a la consecución del fin de la resocializa-
ción y reinserción social del condenado. Hemos de con-
traer, por tanto, nuestro análisis a la lesión alegada del 
derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 
24.1 CE), en su vertiente de derecho a la motivación de las 
decisiones judiciales en relación con el derecho a la liber-
tad personal (art. 17.1 CE). Nos corresponde, en conse-
cuencia, comprobar si las resoluciones impugnadas exte-
riorizaron las razones de la decisión, cumpliendo el deber 
constitucional de motivación que atañe a las resoluciones 
judiciales y específicamente a las que se refieren a la 
denegación de beneficios que se conectan con la libertad 
personal.

3. En efecto, como recuerda el Ministerio Fiscal, este 
Tribunal cuenta con una consolidada doctrina sobre la 
motivación suficiente de las resoluciones judiciales dicta-
das en materia de suspensión de la ejecución de las penas 
privativas de libertad –similar a la condena condicional 
del antiguo Código penal–, que constituye la concreción 
específica en ese concreto ámbito material de la jurispru-
dencia constitucional sobre el derecho a obtener una 
resolución fundada razonablemente en Derecho (art. 24.1 
CE).

En dicha jurisprudencia hemos rechazado, en primer 
lugar, que la apelación a la facultad discrecional del 
órgano judicial constituya motivación suficiente del
ejercicio de dicha facultad. Como sostuvimos en la STC 
224/1992, de 14 de diciembre, FJ 3, en un caso similar al 
presente de denegación de condena condicional, «la 
facultad legalmente atribuida a un órgano judicial para 
que adopte con carácter discrecional una decisión en un 
sentido o en otro no constituye por sí misma justificación 
suficiente de la decisión finalmente adoptada, sino que, 
por el contrario, el ejercicio de dicha facultad viene condi-
cionado estrechamente a la exigencia de que tal resolu-
ción esté motivada, pues sólo así puede procederse a un 
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control posterior de la misma en evitación de toda posible 
arbitrariedad que, por lo demás, vendría prohibida por el 
art. 9.3 de la Constitución» (doctrina reiterada, entre otras, 
en SSTC 25/2000, de 31 de enero, FJ 2; 163/2002, de 16 de 
septiembre, FJ 4).

En segundo lugar, hemos afirmado que una resolu-
ción fundada en Derecho en materia de suspensión de la 
ejecución de la pena es aquélla que, más allá de la mera 
exteriorización de la concurrencia o no de los requisitos 
legales establecidos, que también debe realizar, pondera 
las circunstancias individuales del penado en relación con 
otros bienes o valores constitucionales comprometidos 
por la decisión (STC 25/2000, de 31 de enero, FJ 4). En 
particular, y dado que esta institución afecta al valor liber-
tad personal en cuanto modaliza la forma en que la ejecu-
ción de la restricción de la libertad tendrá lugar y consti-
tuye una de las instituciones que tienden a hacer efectivo 
el principio de reeducación y reinserción social contenido 
en el art. 25.2 CE, hemos exigido la ponderación judicial 
de «las circunstancias individuales del penado, así como 
de los valores y bienes jurídicos comprometidos en la 
decisión, teniendo en cuenta la finalidad principal de la 
institución, la reeducación y reinserción social, y las otras 
finalidades, de prevención general, que legitiman la pena 
privativa de libertad» (STC 163/2002, de 16 de septiembre, 
FJ 4; en sentido similar, SSTC 25/2000, de 31 de enero, 
FFJJ 3 y 7; 8/2001, de 15 de enero, FFJJ 2 y 3; 110/2003, de 
16 de junio, FJ 4).

La exigencia de dicha ponderación judicial aparece 
ahora prevista legalmente de forma sintética en el art. 80 
CP al establecer que «los Jueces o Tribunales podrán 
dejar en suspenso la ejecución de las penas privativas de 
libertad inferiores a dos años mediante resolución moti-
vada, atendiendo fundamentalmente a la peligrosidad 
criminal del sujeto». Además, con carácter general el art. 
81 CP establece como requisitos indispensables para 
dejar en suspenso la pena que el condenado haya delin-
quido por primera, que la pena impuesta, o la suma de las 
impuestas en una misma sentencia, no sea superior a los 
dos años de privación de libertad y que se hayan satisfe-
cho las responsabilidades civiles.

4. Como se ha expuesto con detalle en los antece-
dentes, los fundamentos jurídicos de las resoluciones 
impugnadas tienen el siguiente tenor literal:

a) Auto de 8 de mayo de 2003, fundamento jurídico 
único: «el beneficio de la suspensión de la ejecución de la 
pena precisa, para su concesión la concurrencia de los 
requisitos previstos en los artículos 80 y siguientes del 
Código Penal, pero siempre se trata de una facultad del 
Tribunal sentenciador, y en el supuesto de autos y a la 
vista de lo anteriormente expuesto ha de denegarse la 
concesión de los beneficios solicitados».

b) Auto de 9 de octubre de 2003, fundamento jurí-
dico primero: «Desestimar el recurso de súplica inter-
puesto, al no haber cambiado las circunstancias tenidas 
en cuenta en el momento de dictar la resolución recurrida. 
En cuanto a la prescripción de la pena alegada, no ha 
prescrito pues como señala el Fiscal desde la firmeza de la 
Sentencia de fecha de 10 de febrero de 1998 hasta el 
requerimiento al penado José Víctor Zurita Baucells –19 
de noviembre de 2002– no ha transcurrido el plazo de 
prescripción de la pena». El fundamento jurídico segundo, 
concluye: «Por todo ello, procede la desestimación del 
recurso de súplica interpuesto, confirmando el Auto recu-
rrido».

5. De la aplicación de la doctrina anteriormente 
expuesta a las resoluciones impugnadas resulta, sin 
duda, que la denegación de la suspensión de la ejecución 
de las penas privativas de libertad impuestas al recurrente 
carece de fundamentación.

En primer término, es patente que el Auto de 8 de mayo 
de 2003 no niega la concurrencia de los requisitos estable-
cidos en el art. 80 CP, sino que parte de su concurrencia, y 
que la ratio decidendi del mismo reside exclusivamente en 
el carácter facultativo de la concesión o denegación del 
beneficio. Pues bien, acabamos de recordar en el funda-
mento jurídico tercero que esta apelación a la facultad dis-
crecional legalmente conferida a un órgano judicial para 
que adopte una decisión en un sentido u otro no constituye 
por sí misma justificación suficiente de la decisión final-
mente adoptada, sino que la legitimidad constitucional de 
dicho ejercicio está condicionada por la fundamentación 
de la propia decisión, constituyendo dicha exigencia garan-
tía de la interdicción de la arbitrariedad que rige sobre 
todos los poderes públicos (art. 9.3 CE).

En segundo lugar, si el Auto de 8 de mayo de 2003 
carece de fundamentación, es igualmente manifiesto que 
una remisión al mismo o a la ausencia de cambio de las 
circunstancias que se tuvieron en cuenta cuando éste se 
dictó tampoco puede considerarse fundamentación de la 
decisión. Por ello, la genérica alusión del Auto de 9 de 
octubre de 2003 al mantenimiento de las circunstancias 
previas no aporta la motivación requerida. De otra parte, 
la respuesta dada por el Auto de 9 de octubre de 2003 a la 
alegación relativa a la prescripción de la pena puede 
entenderse no irrazonable, a pesar del error de la fecha 
sobre la firmeza de la Sentencia condenatoria de la 
Audiencia Provincial, que juega en contra de la pretensión 
del recurrente, pues ésta es de 18 de diciembre de 1998. 
Sin embargo, como afirma con razón el Ministerio Fiscal, 
esta respuesta no es congruente con las pretensiones del 
recurso de súplica interpuesto por el demandante, ya que 
éste alegó, además de la falta de motivación del Auto 
recurrido, y de cumplir los requisitos previstos en el art. 
81 CP, carecer de peligrosidad criminal y estar plenamente 
reinsertado tras los más de nueve años transcurridos 
desde que los hechos tuvieron lugar, no haber vuelto a 
delinquir, tener un trabajo estable desde 1997 y tener a su 
cargo familia. El recurrente, en definitiva, estaba recla-
mando del órgano judicial la ponderación específica que el 
art. 80 CP establece y que este Tribunal ha considerado 
necesaria para satisfacer el deber de motivación de la 
denegación de la suspensión de la ejecución de la pena 
privativa de libertad; esto es, valorar las circunstancias par-
ticulares del afectado, los fines de la institución y la preten-
sión de seguridad de la sociedad.

Al no hacerlo así, la Sección Segunda de la Audiencia 
Provincial de Santa Cruz de Tenerife vulneró el derecho del 
demandante de amparo a la tutela judicial efectiva sin 
indefensión (art. 24.1 CE) en relación con su derecho a la 
libertad personal (art. 17.1 CE).

6. La estimación del amparo conduce a la anulación 
de los Autos recurridos y a la retroacción de actuaciones 
ante la Audiencia Provincial mencionada para que dicte 
nueva resolución respetuosa con el derecho reconocido en 
los términos establecidos por nuestra jurisprudencia cons-
titucional, y que acabamos de reiterar. Como advierte el 
Ministerio Fiscal, los efectos de la estimación de la 
demanda de amparo no pueden alcanzar a lo pedido en el 
suplico de la demanda, dado que es competencia de la 
jurisdicción penal la concesión o denegación de la suspen-
sión de la ejecución de las penas privativas de libertad (art. 
117.3 CE).

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-

nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Víctor Zurita 
Baucells y, en su virtud:
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 21376 Sala Segunda. Sentencia 203/2004, de 16 de 
noviembre de 2004. Recurso de amparo 2689-
2002. Promovido por don Ángel Cuéllar Llanos 
frente a las resoluciones de un Juzgado de lo 
Social de Sevilla que inadmitió su demanda 
contra el Real Betis Balompié por despido.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de 
demanda social tras requerir que se subsane 
su contenido en términos minuciosos o jurídi-
cos de fondo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2689-2002, promovido 
por don Ángel Cuéllar Llanos, representado por el Procu-
rador de los Tribunales don Manuel Ortiz de Urbina Ruiz y 
asistido por el Letrado don Fernando Pérez-Espinosa Sán-
chez, contra la providencia de 20 de septiembre de 2001, 
dictada por el Juzgado de lo Social núm. 4 de los de Sevi-
lla en autos 561–2001, por la que se acuerda abrir trámite 
de inadmisión de la demanda por despido promovida por 
el recurrente en amparo contra el Real Betis Balompié, 
S.A.D., y requerir la subsanación de determinados defec-
tos, imprecisiones u omisiones de la demanda; contra el 
Auto del citado órgano judicial de 13 de diciembre de 
2001 por el que, con desestimación del recurso de reposi-
ción interpuesto contra la providencia anterior, se acuerda 
el archivo de las actuaciones por no cumplimentar lo 
requerido; y contra el Auto de ese mismo órgano judicial 
de 4 de marzo de 2002, por el que se desestima el recurso 
de reposición interpuesto contra la resolución anterior. Ha 
sido parte el Real Betis Balompié, S.A.D., representado 
por el Procurador de los Tribunales don Luciano Rosch 
Nadal y asistido por el Letrado don Venancio García 
Palomo. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Ramón Rodríguez Arribas, 
quien expresa el parecer de la Sala.

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
sin indefensión (art. 24.1 CE) en relación con el derecho a la 
libertad personal (art. 17.1 CE).

2.º Anular los Autos de la Sección Segunda de la 
Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife de 8 de 
mayo y 9 de octubre de 2003.

3.º Retrotraer las actuaciones ante dicho órgano judi-
cial para que dicte nueva resolución respetuosa con los 
derechos fundamentales del recurrente de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a quince de noviembre de dos mil 
cuatro.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.–Roberto García-
Calvo y Montiel.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 30 de 
abril de 2002 el Procurador de los Tribunales don Manuel 
Ortiz de Urbina Ruiz, actuando en nombre y representa-
ción de don Ángel Cuellar Llanos, presentó recurso de 
amparo contra las resoluciones judiciales del encabeza-
miento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de 
amparo relevantes para la resolución del recurso son los 
siguientes:

a) En fecha 19 de septiembre de 2001 el demandante 
de amparo, Sr. Cuéllar Llanos, presentó demanda por 
despido contra el Real Betis Balompié, S.A.D., ante los 
Juzgados de lo Social de Sevilla. El suplico de la mencio-
nada demanda solicitaba la declaración de improcedencia 
del despido del actor, con la condena a la entidad deman-
dada a abonar al mismo, en concepto de indemnización, 
«una cantidad equivalente a la retribución pactada hasta 
el término del contrato, que se fija en quinientos quince 
millones doscientas mil pesetas».

b) El Juzgado de lo Social núm. 4 de los de Sevilla, al 
que fue turnada la demanda, dictó en fecha 20 de sep-
tiembre de 2001 providencia del siguiente tenor literal:

«Dada cuenta, del anterior escrito, se tiene por admi-
tida provisionalmente la demanda que es objeto del 
mismo y, visto su contenido, requiérase a la parte actora 
para que en el plazo de cuatro días hábiles:

Distribuya las cantidades del apartado A) del hecho 
segundo, conforme Vd. indica en el apartado 1 del hecho 
tercero.

Explicite los hechos por los que Vd. entiende que no 
es de aplicación el art. 32 del Convenio Colectivo, dado el 
relato de hechos de su demanda.

Concrete desde qué fecha el demandado no le ha 
dado ocupación efectiva.

Concrete el titular de los derechos de imagen del 
actor, describiendo y pormenorizando las relaciones con-
tractuales, y cláusulas suscritas por Vd. para concretar esa 
titularidad.»

c) Mediante escrito presentado en fecha 3 de 
noviembre de 2001, el demandante de amparo interpuso 
recurso de reposición contra la anterior providencia, en 
cuyo suplico se solicitaba del órgano judicial actuante 
que: «se dicte resolución estimando dicho recurso, 
dejando sin efecto la providencia recurrida y acuerde 
admitir a trámite la demanda. y alternativamente y para el 
supuesto, no deseable, de desestimación del mismo, soli-
cito de ese Juzgado advierta a esta parte qué circunstan-
cias de hecho concretas deben ser objeto de subsanación, 
todo ello a la vista del detenido examen realizado en este 
escrito del contenido de la demanda, en caso contrario se 
estaría violando el derecho de tutela judicial efectiva que 
asiste a esta parte (art. 24 de la CE)». En el cuerpo del 
escrito el recurrente comenzaba argumentando que la 
demanda no incumplía los requisitos procesales legal-
mente establecidos, pues, de un lado, las cuestiones 1.ª, 
2.ª y 4.ª objeto de subsanación quedaban referidas a pro-
blemas de fondo que debían ser objeto de debate proce-
sal en el acto de juicio, mientras que, de otro, la cuestión 
3.ª aludía a un tema que nada tenía que ver con el plan-
teado en la demanda. No obstante, pese a estimarse por 
el recurrente que había cumplido de manera escrupulosa 
las exigencias legales, y con vistas a cumplimentar el 
requerimiento judicial, en el escrito se procedía también a 
la contestación del mencionado requerimiento, dando 
respuesta de manera diferenciada a cada una de las cues-
tiones planteadas por el órgano judicial y aportando 
determinada documentación complementaria.


